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GUÍA JURÍDICA PARA LA APLICACIÓN DE LA CIRCULAR CONJUNTA No. 20264000000247 DE 2026

Criterios para la diferenciación entre el servicio público de transporte, el servicio privado de transporte y el transporte privado

Presentación

La presente Guía tiene como propósito orientar la comprensión y aplicación de la Circular Conjunta No. 20264000000247 de 2026, expedida por el Ministerio de Transporte y la Superintendencia de Transporte, mediante la consolidación de los principales criterios jurídicos relacionados con la diferenciación entre el servicio público de transporte, el servicio privado de transporte y el transporte privado.

Su contenido desarrolla las disposiciones de la Constitución Política, la legislación vigente y la jurisprudencia aplicable, con el fin de promover una actuación uniforme de las autoridades de tránsito y transporte, fortalecer la seguridad jurídica y garantizar el debido proceso.

Esta Guía tiene carácter orientador. No modifica la legislación vigente ni sustituye el contenido de la Circular Conjunta; constituye un documento de apoyo para facilitar su comprensión y aplicación.

1. Diferenciación entre el servicio público de transporte, el servicio privado de transporte y el transporte privado

El artículo 5 de la Ley 336 de 1996 establece la diferenciación entre el servicio público de transporte y el servicio privado de transporte. A su vez, la jurisprudencia constitucional ha desarrollado el concepto de transporte privado o mero tránsito, precisando que no toda movilización de personas configura un contrato de transporte.

En ese sentido, la Sentencia C-033 de 2014 señaló que no existe contrato de transporte cuando una persona moviliza a un familiar o a un amigo por razones de solidaridad, amistad o relaciones familiares, toda vez que no existe una obligación jurídica de conducir derivada de un acuerdo contractual, sino una actuación voluntaria. En estos eventos podrá existir responsabilidad por los daños que eventualmente se ocasionen, pero esta corresponderá al régimen de responsabilidad extracontractual.

Con fundamento en la legislación vigente y en la jurisprudencia, la Circular Conjunta No. 20264000000247 de 2026 desarrolla criterios orientadores para facilitar la correcta identificación de estas figuras jurídicas y promover una aplicación uniforme del marco normativo.


Cuadro comparativo

	Transporte privado
	Servicio privado de transporte
	Servicio público de transporte

	No existe oferta al público.
	La actividad de transporte es accesoria al desarrollo de una actividad principal.
	Existe oferta al público para la prestación del servicio.

	No existe contrato de transporte ni obligación jurídica de conducción.
	Existe un contrato cuya prestación de transporte es accesoria.
	Existe contrato de transporte en los términos del artículo 981 del Código de Comercio.

	Se realiza en vehículos propios o legalmente utilizados por quien desarrolla la actividad.
	El transporte no constituye el objeto principal de la actividad económica.
	Se presta mediante empresas habilitadas y vehículos autorizados conforme a la ley.

	No constituye la prestación de un servicio público de transporte.
	Se desarrolla bajo las condiciones previstas en la normatividad vigente.
	Constituye un servicio público esencial sometido a regulación e intervención del Estado.



2. Alcance de la Circular Conjunta

La Circular Conjunta tiene como finalidad orientar la actuación de las autoridades de tránsito y transporte para promover una aplicación uniforme de la normatividad vigente.

En consecuencia, antes de adoptar una decisión administrativa, las autoridades deberán valorar integralmente las circunstancias particulares de cada caso, verificar los elementos jurídicamente relevantes y determinar el régimen aplicable conforme a la Constitución, la ley y la jurisprudencia.
La Circular no modifica la legislación vigente, no crea nuevas modalidades de transporte ni altera las competencias legalmente atribuidas a las autoridades de tránsito y transporte.

3. Herramientas tecnológicas y prestación del servicio público de transporte

La Circular Conjunta no regula las plataformas tecnológicas ni modifica el régimen jurídico vigente aplicable a la prestación del servicio público de transporte.

No obstante, teniendo en cuenta las consultas formuladas sobre esta materia, resulta pertinente recordar que el ordenamiento jurídico colombiano reconoce la utilización de herramientas tecnológicas para el desarrollo de actividades comerciales y de intermediación, conforme a lo previsto en la Ley 527 de 1999 y demás disposiciones aplicables.

En el caso del servicio público de transporte terrestre automotor individual en vehículos taxi, el Decreto 2297 de 2015 y la Resolución 2163 de 2016 establecen las condiciones para la autorización y operación de las plataformas tecnológicas habilitadas por el Ministerio de Transporte.

Así mismo, el Código de Comercio contempla figuras jurídicas como la comisión de transporte y el mandato comercial, aplicables a determinadas actividades de intermediación, siempre que estas se desarrollen dentro del marco jurídico vigente.

En todo caso, la utilización de herramientas tecnológicas no modifica las condiciones legales para la prestación del servicio público de transporte, el cual deberá prestarse por empresas habilitadas y mediante vehículos autorizados, conforme a la legislación aplicable.

4. Prestación de servicios no autorizados

El artículo 2.2.1.8.3.2 del Decreto 1079 de 2015 define como servicio no autorizado aquel que se presta sin el permiso correspondiente o contrariando las condiciones bajo las cuales fue autorizado.

En consecuencia, cuando una actividad de transporte se desarrolle desconociendo las condiciones previstas en la legislación vigente, las autoridades competentes podrán ejercer las facultades de inspección, vigilancia y control y adoptar las medidas administrativas y sancionatorias previstas en la Ley 769 de 2002, la Ley 336 de 1996 y las demás normas aplicables.

Las herramientas tecnológicas no pueden utilizarse para facilitar actividades que contravengan el ordenamiento jurídico en materia de transporte.

De igual manera, las actividades que reúnan los elementos propios del servicio público de transporte no podrán ser consideradas transporte privado por el solo hecho de desarrollarse mediante vehículos particulares o a través de herramientas tecnológicas. Corresponde a la autoridad competente analizar, en cada caso concreto, los elementos fácticos y jurídicos que permitan determinar la naturaleza de la actividad desarrollada y aplicar el régimen jurídico correspondiente.

5. Consideraciones finales

La diferenciación entre el servicio público de transporte, el servicio privado de transporte y el transporte privado debe realizarse con fundamento en los criterios previstos en la Constitución Política, la legislación vigente y la jurisprudencia.
La utilización de herramientas tecnológicas no altera el régimen jurídico aplicable a la prestación del servicio público de transporte ni modifica las competencias de inspección, vigilancia y control atribuidas por la ley a las autoridades competentes.

Corresponde a las autoridades de tránsito y transporte valorar las circunstancias particulares de cada caso, verificar el cumplimiento de la normatividad vigente y adoptar las decisiones administrativas que correspondan con fundamento en criterios objetivos, jurídicamente sustentados y respetuosos del debido proceso.
La aplicación uniforme de estos criterios fortalece la seguridad jurídica, garantiza decisiones administrativas coherentes y contribuye a la protección del interés general.
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